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ASUNTO
Decide de fondo la Colegiatura, la acción de tutela que promueve el señor HENRY ORTIZ SOPO, contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL SEDE PEREIRA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la salud y la integridad física.
ANTECEDENTES
Dice el señor Ortiz, que en su condición de pensionado del Ministerio de Defensa, desde el año 2009 inició un tratamiento por problemas visuales, siéndole diagnosticado “BLEFAROPTOSIS”, para contrarrestarla, le fue ordenado un procedimiento denominado “cirugía palpebral”, sin embargo hasta la fecha no ha sido posible que se la realicen porque la entidad de salud de la Policía Nacional se demora mucho para autorizarle los diferentes análisis especializados que deben hacerle antes de la cirugía, y cuando lo hace, los que le habían realizado y que son necesarios antes de esos, ya están desactualizados, lo cual le implica volver a comenzar con todo el proceso; situación que ha hecho imposible la materialización del procedimiento. Por otra parte, informa el señor Ortiz, que hace poco y a raíz de una serie de quejas presentadas por un grupo grande de usuarios del servicio de salud de la Policía Nacional, logró que le autorizaran y realizaran la revisión por parte del oftalmólogo y del neurólogo, el primero de ellos le comunicó que por lo avanzado de su padecimiento la operación resulta bastante riesgosa y puede dejarle secuelas, pues no es posible asegurarle los resultados de la misma, por ello antes de proceder, le comunicó que era necesario del concepto del neurólogo; al asistir a la cita con éste, nuevamente le explicaron los riesgos para su vida de la cirugía que el deben realizar, y le ordenó para obtener un mejor dictamen, “exámenes de anticuerpos para el recepto de acetil colina y test de estimulo repetitivo”, los cuales en el pasado se quedó esperando le fueran autorizados. 
Las órdenes para los exámenes fueron entregados en la unidad de referencia el 26 de julio de 2013 para su autorización, pero hasta la fecha y pasados más de dos meses ello no ha sido posible, incumpliendo de esa manera con lo establecido en el artículo 125 de la Ley 019 de 2012, en donde se estableció que la autorización de servicios de salud no podía tardar más de cinco días. 
De acuerdo a lo dicho, solicita el señor Henry que se le ordene al Servicio de Sanidad de la Policía otorgarle de una vez el tratamiento médico que requiere, sin dilaciones injustificadas y de manera integral.  

TRÁMITE PROCESAL
La acción fue presentada el 20 de septiembre del año avante ante los Juzgados del Circuito del Pereira, siendo entregada ese mismo día en el Juzgado Civil del Circuito de Pereira, quien el día 23 de ese mismo mes y año, se declaró impedido para conocer de este asunto por cuanto va dirigida contra una entidad del orden nacional, por tanto lo remitió para ser repartida entre los competentes; de esa manera, a esta Magistratura le correspondió por reparto del 24 de septiembre de este año, ese mismo día se avocó su conocimiento, ordenándose notificar y correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la accionada, y a la Dirección Nacional de Sanidad de la Policía Nacional, para que se pronunciaran sobre lo relatado por el señor Ortiz Sopo en su escrito.
RESPUESTA DE LAS ACCIONADAS

Seccional de Sanidad Risaralda Policía Nacional: 
Hizo saber, en oficio allegado el 30 de septiembre de este año, que la entidad de manera directa le presta a sus afiliados los servicios de salud de primer nivel, pero los demás, y más concretamente los especializados deben ser contratados con otras IPS, por tanto el manejo de éstas no hace parte de sus competencias. Para el caso del actor, afirma que le ha brindado todos los servicios que ha requerido, agotando para ello los trámites administrativos respectivos, frente al asunto específico de los exámenes de diagnóstico ordenados por el neurólogo, los mismos son de alta complejidad y se realizan en la Liga Contra el Cáncer; igualmente hizo saber que apenas había solicitado la cotización a esa entidad, la cual una vez llegue le es entregada al jefe de la Oficina de Referencia para su aprobación. Por lo dicho, considera que la presente acción deviene en improcedente y por tanto solicita se falle a su favor negando la protección solicitada. 
Teniendo en cuenta la anterior respuesta, el 30 de septiembre de 2013, se ordenó vincular y oficiar a la Liga Contra el Cáncer Seccional Risaralda, a fin de saber cuándo le fue solicitada, por parte de Sanidad de la Policía Nacional, la cotización de los servicios que requiere el actor. Así las cosas, el 2 de octubre se obtuvo respuesta, en donde informan que esa cotización fue solicitada a penas el 1º de octubre a las 11:58 de la mañana, y el 2 de octubre de 2013, se remitió la respuesta, quedando con ello a la espera de que la entidad tome su decisión y emita las autorizaciones respectivas. 
PROBLEMA JURÍDICO 
La temática de desarrollo jurídico gira en torno a establecer si en el presente asunto existe o no vulneración por parte de la accionada a los derechos fundamentales del señor Henry Ortiz Sopo, al retardar de manera injustificada y en perjuicio de su salud, la autorización tanto de los exámenes de diagnóstico ordenados por el neurólogo tratante y la cirugía que requiere para su problema oftalmológico. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.
Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Concretamente lo indicado por el libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordene a la Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional hacer efectivos tanto los exámenes de diagnóstico ordenados por el neurólogo tratante, como la cirugía palpebral para el tratamiento de su problema oftalmológico. 
El derecho a la salud está establecido en el artículo 49 de nuestra carta magna como un servicio público esencial el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será el Estado el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población. Es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha recalcado la autonomía de dicho derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana. Sin embargo, al momento de solicitar su protección vía tutela, es deber del Juez constitucional verificar el cumplimiento de ciertos requisitos ello por cuanto existe un limite razonable al ejercicio de este derecho“los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad consagrados en el artículo 49 de la Carta Política suponen un límite razonable al derecho fundamental a la salud, haciendo que su protección mediante vía de tutela proceda en principio cuando: (i) esté amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su falta de capacidad económica para hacer valer su derecho.”

A partir de lo anterior, se puede ver que en el presente asunto la acción de tutela deviene en procedente y se torna en un mecanismo idóneo para la protección del derecho a la salud del señor Henry Ortiz, ya que por su edad, 68 años, se encuentra dentro del grupo poblacional de la tercera edad, quienes gozan de especial protección constitucional, por ello respecto al derecho a la salud de este último grupo poblacional ha dicho la jusrisprudencia:
“También es importante anotar que esta Corporación en numerosa jurisprudencia ha sostenido que el derecho a la salud de las personas de la tercera edad es  un derecho fundamental autónomo. Justamente, la sentencia T-970 de 2008 de esta Corporación consideró que “el derecho a la salud de los adultos mayores es un derecho fundamental autónomo, dadas las características de especial vulnerabilidad de este grupo poblacional y su particular conexidad con el derecho a la vida y a la dignidad humana”. En la sentencia descrita la Corte señaló que “el derecho a la salud se torna fundamental de manera autónoma [cuando] se trata de un adulto mayor que goza de una protección reforzada a partir de lo señalado en la Constitución Política y en tratados internacionales”.

Así las cosas, es evidente que la presente acción de tutela es procedente en cuanto se trata de buscar la protección de los derechos fundamentales a la salud y la vida digna de una persona de la tercera edad, a quien desde hace varios años le fue diagnosticado un problema visual que ha empeorado con el paso del tiempo, ante la ineficacia e ineficiencia de su entidad prestadora de servicios de salud para brindarle atención oportuna.
Del servicio de salud de la Policía Nacional:

Teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 216 y 217 Constitucional, y atendiendo las condiciones especiales bajo las cuales trabajan los miembros de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, el Legislador dictó la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, de acuerdo a ello se creó un sistema de salud especial para éstas personas, el cual no se rige por las normas del régimen de seguridad social de los demás colombianos, por ello los atículos 2º y 3º de la ley en mención dicen: 
“ARTÍCULO 2o. OBJETO. El objeto del SSMP es prestar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios y el servicio de sanidad inherentes a las operaciones militares y policiales.

ARTÍCULO 3o. DEFINICIÓN. Para los efectos de la presente Ley se define la sanidad como un servicio público esencial de la logística militar y policial, inherente a su organización y funcionamiento, orientada al servicio del personal activo, retirado, pensionado y beneficiarios.”
A pesar de lo anterior, es necesario indicar que para este servicio de salud también rigen los mismos principios que el de los civiles, sin embargo tiene algunos principios adicionales como lo es el de la protección integral, el cual está contenido en el literal d del artículo 4º de la norma en mención:

“d) Protección integral. El SSMP brindará atención en salud integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, así como en los aspectos de prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación, en los términos y condiciones que se establezcan en el plan de servicios de sanidad militar y policial, y atenderá todas las actividades y suministros que en materia de salud operacional requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión. En el SSMP no existirán restricciones a los servicios prestados a los afiliados y beneficiarios por concepto de preexistencias;”
En desarrollo de ese principio la misma ley en su artículo 23 dispuso:

“ARTÍCULO 23. PLAN DE SERVICIOS DE SANIDAD MILITAR Y POLICÍA. Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad, en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. El plan permitirá la protección integral de los afiliados y beneficiarios a la enfermedad general y maternidad, en las fases de promoción y fomento de la salud y la prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación, para todas las patologías, según la intensidad de uso y los niveles de atención y complejidad que se definan. Mediante el Plan de Servicios de Sanidad, los afiliados y beneficiarios tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en hospitales, clínicas y otras unidades prestadoras de servicios o por medio de contratos de tales servicios con personas naturales o jurídicas.”

Del caso concreto:

En el presente asunto, el señor Henry Ortiz Sopo quien es pensionado de la Policía Nacional, y por tanto afiliado al sistema especial de salud que esta entidad maneja, desde hace algunos años viene padeciendo problemas visuales los cuales empeoran día tras día, a pesar de ello, Sanidad de la Policía Nacional-Seccional Risaralda, ha retrasado la autorización de exámenes de diagnóstico necesarios para establecer si es viable realizarle la cirugía que requiere para contrarrestar su padecimiento; dichas dilaciones se han dado de manera injustificada afectando con ello la calidad de vida del paciente.  
De acuerdo con ello, y teniendo en cuenta lo dicho en las normas atrás transcritas, se encuentra evidente en el presente asunto que al señor Ortiz se le está vulnerando su derecho fundamental a la salud, y al tiempo se están desconociendo los principios de eficiencia, equidad e integralidad que rigen el SSMP.

Lo anterior, por cuanto no es necesario hacer un análisis muy profundo para identificar cómo la Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional, ha retrasado de manera injustificada la autorización y realización de los exámenes de diagnóstico, ordenados por el neurólogo tratante al señor Ortiz, a fin de establecer la viabilidad y el riesgo para su vida de la realización de la cirugía palpebral que requiere por presentar caída de los parpados superiores; muestra de ello, es que a pesar de que dos meses antes de la presentación de la tutela él había solicitado la autorización de esos servicios, y hasta esa fecha nada había hecho la accionada para su autorización, y sólo una vez conoció de esta acción solicitó la cotización de los mismos a la Liga Contra el Cáncer, pues no se puede olvidar que según informó esa entidad, la encartada apenas el 1º de los corrientes mes y año, le solicitó la cotización, a pesar de que un día antes le había informado a esta Colegiatura que ya lo había hecho. 

Así las cosas, no es viable decretar una carencia actual de objeto por hecho superado, y mucho menos negar la tutela solicitada, pues como ya se dijo, es necesario proteger el derecho fundamental a la salud del accionante, especialmente por tratarse de una persona de la tercera edad a quien no es justo se le someta a una espera indefinida para la autorización de procedimientos, citas, medicamentos o exámenes, por los retardos administrativos en que se ven incursos aquellos funcionarios que se deben encargar de ese tipo de trámites dentro de la entidad accionada. Por lo anterior, se le ordenará a la Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente decisión proceda, si aún no lo ha hecho, a autorice y fije fecha para la realización de “exámenes de anticuerpos para el recepto de acetil colina y test de estimulo repetitivo”, requeridos por el accionante y los cuales le fueron ordenados por el neurólogo tratante. 
Por último, en cuanto a la solicitud hecha por el señor Ortiz Sopo respecto a que se le ordene al servicio de Sanidad de la Policía Nacional, brindarle el tratamiento integral que requiere para la atención de su patología, Considera la Colegiatura que no es necesario emitir órdenes al respecto, por cuanto, como se pudo ver en los artículos atrás transcritos, la integralidad en el SSMP se encuentra contemplada como un principio y como una de sus finalidades; bajo esas condiciones, una orden en tal sentido resultaría redundante. Sin embargo, sí se instará a Sanidad de la Policía Nacional-Seccional Risaralda, para que en adelante sea más diligente y eficiente a la hora de autorizar los servicios médicos que requieren sus afiliados, especialmente aquellos que deben brindar por intermedio de otras IPS, y que son requeridos, como en este caso por  un sujeto de especial protección constitucional.  
Se desvinculará de presente asunto a la Liga Contra el Cáncer Seccional Risaralda, por cuanto en su actuar no hay nada que vulnere derecho alguno del actor. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental a la salud del señor HENRY ORTIZ SOPO, de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR a SECCIONAL RISARALDA DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión, proceda, si aún no lo ha hecho, a autorizar y fijar fecha para la realización de los “exámenes de anticuerpos para el recepto de acetil colina y test de estimulo repetitivo”, requeridos por el accionante, y los cuales le fueron ordenados por el neurólogo tratante. 
TERCERO: INSTAR a Sanidad de la Policía Nacional-Seccional Risaralda, para que en adelante sea más diligente y eficiente a la hora de autorizar los servicios médicos que requieren sus afiliados, especialmente aquellos que deben brindar por intermedio de otras IPS, y que son requeridos, como en este caso por  un sujeto de especial protección constitucional.  
CUARTO: DESVINCULAR del presente asunto a la LIGA CONTRA EL CÁNCER SECCIONAL RISARALDA, ya que con su actuar en ningún momento ha vulnerado derecho alguno del accionante.  
QUINTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y en caso de no ser objeto de recurso REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
Secretario
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� Corte Constitucional, Sentencias T-922 de 2009, T-760 de 2008, T-189 de 2010.  


� Corte Constitucional, sentencia T-321 de 2011, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.
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